"T,a  Escritura,  dice  Fritot,  considera  y  señala  como  un  gran  Pueblo,  al  que 
no  reconoce  mas  que  una  «ola  y  única  ley,  y  en  el  cual  las  sentencias  son  justas; 
en  efecto,  dice,  la  unidad  de  la  legislación  es  un  beneficio  inapreciable  y  al  mis- 
mo tiempo  una  prueba  palpable  de  inteligencia  y  sabiduría.  Pero  para  que  las  sen- 
tencias sean  justas,  para  que  resulte  un  bien  real  de  esta  unidad  de  legislación, 
es  necesario  que  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  y  autoridades  judiciales,  so 
conforme  á  ella  y  sea  uniformo  con  la  misma;  sin  esta  concordancia  y  unifor- 
midad de  la  jurisprudencia,  la  do  la  legislación  sería  evidentemente  nula  é  insu- 
ficiente; al  paso  que  su  existencia  simultanea  es  uno  de  los  medios  mas  efica- 
ces de  arinonia  y  prosperidad  " 

Este  principio  consignado  en  toda  legislación,  so  halla  muy  recomendado  en  la 
nuestra,  pues  en  auto  acordado  del  Consejo  pleno  de  4  de  diciembro  de  1713  se  dispuso 
encargar  á  las  Cnancillerías  y  Audiencias  y  demás  Tribunales,  el  cuidado  y  aten- 
ción de  observar  las  leyes  patrias  con  la  mayor  exactitud,  pues  de  lo  contrario  so 
procedería  contra  los  inobedientes.  Y  para  esto  tuvo  presente,  que  en  contraven- 
ción á  lo  dispuesto  por  la  ley  primera  do  Toro,  y  en  la  Pragmática  de  1567  pues- 
ta por  principio  de  la  Recopilación,  se  sustancian  y  determinan  muchos  pleitos  «a 
los  Tribunales,  valiéndose  para  ello  de  doctrinas  de  libros  y  autores  extrangeros.... 


el  tribu  n  ai  mi  mmuikw 

ha  dispuesto  la  publicación  de  los  siguientes  documentos 
para  conocimiento  del  publico. 
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tribunal  del  Consulado.  Guatemala,  agosto  19  de 
1843. — Vistos,  con  los  fundamentos  con  que  algunos  de  los 
acreedores  se  han   presentado  alegando  nulidad  de  todo  lo 

t practicado  en  la  junta  del  diu  9  del  corriente,  y  pidiendo  la  con- 
vocatoria de  otra  para  proceder  de  nuevo  á  los  correspondien- 
d¡  tes  nombramientos,  y  teniendo  presente  lo  expuesto  por  otros 
en  sus  respectivas  notificaciones,  en  que  sostienen  los  acuerdos 
de  la  junta  como  firmes  y  legales,  pidiendo^  que  así  se  declare: 
considerando  que  las  mugeres  de  los  fallidos,  sus  parientes  y  depen- 
dientes no  están  por  estas  calidades  escluidos  de  votar  en  los  nom- 
bramientos de  Síndicos  y  depositarios,  no  habiendo  ley  alguna  que 
se  los  prohiba  en  los  actos  en  que  no  se  trata  del  interés  del  falli- 
do, sino  del  de  lbs  acreedores,  y  que  no  sería  justo  privarles  de  esta 
facultad  cuando  se  trata  de  su  causa,  porque  lo  que  á  todos  to- 
ca por  todos  debe  hacerse,  según  principio  de  derecho:  que  aun- 
que han  concurrido  letrados  á  la  junta  en  representación  de  al- 
gunos acreedores,  también  han  concurrido  otros  de  la  misma  ca- 
lidad accionando  por  derecho  propio,  á  quienes  no  podia  dejar- 
se de  admitir,  en  cuyo  caso  no  puede  tener  lugar  la  prohibición 
que,  para  la  intervención  de  letrado,  establecen  en  los  negocios 
mercantiles  las  leyes  consulares,  porque  en  los  juicios  debe  ser 
igual  la  condición  de  las  partes,  aun  en  casos  privilegiados, 
como  sucede  en  la  restitución  por  el  lapso  del  término  proba- 
torio, que  interpuesta  por  un  menor  aprovecha  también  á  los  ma* 


yorcs  con  quienes  litigan,  sobre  cuyo  punto  debe  también  tener- 
se presente,  que  muchas  de  las  acciones  representadas  por  abo- 
gados pertenecen  á  personas  miserables  por  su  propio  sexo,  co- 
mo son  las  mugeres:  que  ha  debido  precederse  como  se  verifi- 
có por  mayoría  de  votos  á  la  elección  de  Síndicos  y  deposita- 
rio, en  conformidad  de  los  números  12  y  13,  capítulo  17,  de  las 
Ordenanzas,  y  esta  mayoría  no  está  fijada,  como  para  cuando  se 
trata  de  algunos  ajustes  por  las  tres  cuartas  partes  de  acreedo- 
res y  las  dos  tercias  de  créditos,  ó  al  contrario,  ni  están  es- 
cluidos  de  votar  en  aquellos  nombramientos  los  acreedores  pri- 
vilegiados, como  sí  lo  estarían  si.se  aplicase  al  caso  de  la  dis- 
posición del  número  20  del  capítulo  citado  á  que  parece  referir- 
se los  acreedores  que  han  hecho  el  presente  ocurso:  que  tam- 
poco hay  motivo  para  alegar  nulidad  por  haberse  fijado  por  el 
Tribunal,  que  la  elección  después  de  practicada  varias  veces  sin 
éxito,  recayese  sobre  los  que  habian  sacado  mayor  número  de 
votos  en  los  escrutinios  precedentes;  porque  era  preciso  adop- 
tar alguna  medida  para  que  aquella  se  fijara,  y  la  que  se  adop- 
tó únicamente  respecto  al  primer  nombrado,  fué  la  que  ordina- 
riamente se  practica  en  todas  las  reuniones  en  que  se  trata  de 
elegir  para  algún  cargo,  siendo  de  otra  manera  imposible  llegar 
á  tener  un  resultado:  que  el  haber  recaído  la  elección  de  Sín- 
dicos en  apoderados,  no  envuelve  nulidad,  pues  siempre  se  ve- 
rifica ser  entre  acreedores,  que  es  lo  que  exige  para  este  cargo 
el  artículo  13  del  capítulo  referido:  que  tampoco  la  envuelve  el 
haberse  nombrado  para  depositario  á  quien  no  es  acreedor,  por 
que  el  artículo  12  del  mismo  capítulo  faculta  al  Tribunal  para 
que  nombre  por  interino  á  cualquiera  persona  que  merezca  su 
confianza  y  á  los  acreedores  para  que  ratifiquen  el  nombramien- 
to, teniendo  finalmente  en  consideración,  que  en  el  acto  de  la 
junta  ningún  acreedor  hizo  reclamaciones  sobre  las  nulidades 
que  se  alegan,  y  que  por  el  contrario,  con  sus  votos  sanciona- 
ron todo  lo  practicado:  SE  DECLARA:  Sin  lugar  la  solicitud 
de  los  acreedores  que  han  pedido  se  declare  insubsistente  lo 
practicado  en  la  junta  celebrada  el  tlia  nueve  del  corriente,  y 
en  consecuencia,  comuniqúese  por  la  oficina  los  nombramientos 
de  Síndicos  y  depositario,  para  que  los  electos,  aceptando  sus  car- 
gos, procedan  inmediatamente  á  desempeñarlos,  mediante  los  per- 
juicios que  de  la  tardanza  pudieran  originarse  á  la  causa  co- 
mún, y  en  atención  á  lo  expuesto  por  el  ministerio  fiscal  res- 
pecto al  abandono  en  que  supone  hallarse  los  intereses  del  con- 
curso, póngase  en  su  noticia  las  diligencias  practicadas  por  el 
Tribunal  para  la  seguridad  de  los  bienes;  y  ¡hágase  saber. — Urrucla, 
¡González. — Ubico. — José  María  Gavarrete. 
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Tribunal  de  Alzadas  del  Consulado  de  (litad  mala,  diez  de  No- 
viembre de  mil  ochocientos  cuarenta  y  cinco. 

Habiéndose  visto  nuevamente  el  recurso  de  apelación  interpuesto 
por  el  Sr.  Juan  José  Valdéz,  á  nombre  de  algunos  acreedores  al 
concurso  de  la  compañía  de  Espada  y  Pilona,  agraviándose  del  nom- 
bramiento de  depositario  y  Síndicos  nombrados  en  la  junta  pri- 
mera de  acreedores  tenida  en  9  de  agosto  último,  por  los 
vicios  que  alega  haberse  cometido  en  el  modo  del  procedimiento, 
y  en  las  calidades  de  las  personas;  sobre  cuyos  puntos  se  man- 
dó por  este  tribunal,  para  mejor  proveer,  que  se  practicasen 
algunas  diligencias  que  ilustren  mejor  el  hecho,  por  estar  obscu- 
ro en  la  acta  que  se  extendió  en  aquella  fecha;  habiéndose  leido 
las  contestaciones  dadas  por  los  acreedores  en  vista  de  la  recla- 
mación hecha  por  los  agraviados;  y  deseando  que  en  éste  asun- 
to se  proceda  buenamente,  sin  calor  ni  alteración,  sino  solo  con 
buen  juicio  y  razón  que  es  el  único  modo  que  puede  asegurar 
el  interés  de  cada  uno  en  particular  y  de  todos  en  general; 
éste  tribunal  de  Alzadas,  sin  hacer  formal  aprobación  de  lo  he- 
cho en  la  junta,  ni  tampoco  revocatoria,  porque  podría  no  sosegar 
los  espíritus;  declara  y  determina:  1.°  Que  el  tribunal  del  Con- 
sulado convoque  una  nueva  junta  general  de  acreedores  de  la  com- 
pañía de  Espada  y  Pilona,  citándoseles  por  boleta,  y  por  carte- 
les que  se  fijen  en  las  puertas  de  la  Audiencia,  é  insertándose  en 
los  periódicos  si  hubiere  cabimiento. — 2.°  Que  el  mismo  tribunal 
nombre  uno  de  sus  miembros  que  la  presida  y  sea  juez  comisario, 
que  entienda  en  lo  urgente  y  diario  de  éste  concurso. — 3.°  Que 
en  esta  junta  lo  primero  que  se  haya  de  tratar  es  la  calificación 
de  quienes  sean  acreedores,  bien  por  escrituras,  letras,  pagarés, 
6  bien  por  cuentas  corrientes  ó  de  otro  cualquier  modo  de  los 
conocidos  y  usados.  Para  hacer  ésta  calificación  se  propondrá  un 
acreedor  solo  é  individualmente;  y  los  demás,  entendidos  de  su 
crédito,  darán  su  voto,  levantándose  de  su  asiento,  si  fuere  afir- 
mativo, y  permaneciendo  sentados,  si  fuere  negativo.  El  escriba- 
no en  la  acta  sentará  la  calificación  que  se  haga  de  cada  acree- 
dor. El  que  fuere  escluido,  no  tendrá  voto  en  aquella  ni  en  las 
otras  juntas  subsiguientes,  pero  1c  quedará  su  derecho  á  salvo 
para  deducirlo  ante  el  tribunal  del  Consulado  y  pedir  que  se  le 
tenga  por  acreedor,  si  lo  comprobase,  como  deberá  hacerse  en 
su  caso. — 4.°  Los  acreedores  han  de  comparecer  personalmen- 
te ó  por  medio  de  apoderado  con  poder  bastante.  En  defecto  de 
poder  bastará  prestar  voz  y  caución  de  rato,  ofreciendo  prestar 
dentro  de  treinta  dias  el  allanamiento  y  poder  del  principal.  Es- 
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ta  caución  se  entiende  como  está  prevenido  por  punto  general  en 
la  ley  25.  tít.  14.  de  la  Part.  5. — 5.°  Los  que  representen  la  voz 
y  derecho  de  otro  acreedor,  se  obligarán  con  su  propia  persona 
y  bienes,  á  responder  de  lo  que  hagan,  hasta  tanto  que  el  prin- 
cipal apruebe  lo  que  se  hubiere  hecho  en  su  nombre. — 6.°  Los 
abogados  que  fueren  acreedores  por  sus  propias  personas,  ó  por 
conjuntas,  no  estarán  impedidos  para  concurrir.  Los  abogados  que 
no  tengan  estudio  abierto  tampoco  lo  están,  según  declara  el  ar- 
tículo 45.  de  la  Cédula,  de  erección,  pero  deberán  expresar  esta 
circunstancia.  Los  que  tuvieren  estudio  abierto  y  ejercen  su  pro- 
fesión, han  de  considerarse  impedidos,  según  diferentes  leyes  vi- 
gentes y  en  especial  la  5.,  tít.  4fl.,  lib.  0.  de  Indias(l),  cuyo  impedi- 
mento se  ha  introducido  por  las  leyes,  á  causa  del  poder  de  la 
elocuencia  que  ejerce  esta  noble  profesión,  así  como  se  ha  veda- 
do á  otras  personas  de  influencia,  que  demanden  6  respondan  por 
sí  en  juicio,  obligándoselas  á  constituir  procurador,  como  lo  man- 
da expresamente  la  ley  11.,  tít  5.,  part.  3.a  .,  siendo  de  considerar 
que  aun  los  gobiernos  extranjeros  han  prohibido  la  intervención 
de  letrados  en  los  negocios  mercantiles,  como  se  puede  ver  en 
el  art.  627.  y  <>42.  del  Código  de  comercio  de  Francia,  y  en 
el  414.  del  Código  de  procedimientos  en  materia  civil,  de  la  mis- 
ma nacion,(2). — 7.°  Hecha  la  calificación  de  acreedores,  se  proce- 
derá á  nombrar  los  dos  Síndicos  que  yá  se  acordó  se  nombra- 
sen, y  al  efecto  los  acreedores  darán  su  voto  nominalmente  por 
las  .personas  que  cada  uno  crea  mas  idóneas,  y  el  escribano  es- 
cribirá sus  votos.  Si  ninguna  persona  obtuviese  la  mayoría  ab- 
soluta, que  es  mas  de  la  mitad  de  los  presentes,  el  juez  comi- 
sario hará  una  breve  exhortación  á  los  acreedores,  recordándo- 
les su  interés  y  la  sólida  utilidad  de  proceder  con  docilidad,  y 
se  repetirá  la  votación.  Si  por  segunda  vez  no  hubiere  confor- 
midad en  la  mayoría  absoluta,  se  hará  tercera  votación,  y  se  es- 
cribirán nominalmente  los  votos.  En  este  estado,  si  no  hubiere 
mayoría  absoluta,  se  escogerán  cinco  personas  de  las  que  hayan 
obtenido  mas  votos,  y  sobre  ellas  votarán  los  presentes.  Si  aun 
éste  último  medio  no  diese  mayoría  absoluta,  se  escogerán  tres 
personas  de  las  que  ,hayan  obtenido  mayoría  y  sobre  ellas  se  pro- 
cederá á  .votar.  Las  acreedores  que  hubieren  -votado  por  los  Sín- 
dicos que  salgan  electos  son  subsidiariamente  responsables  por 
su  manejo. — 8.°  Como  podrá  suceder  que  un  acreedor  presente, 
represente  á  dos  ó  mas  acreedores  ausentes,  es  necesario  adop- 
tar que  haya  una  compensación  entre  el  número  de  acciones  y 
la  cantidad  de  ellas,  que  es  el  motivo  por  qué  en  el  art.  20.  del 


( 1 )  Véase  esta  ley  para  observar  que  no  habla  del  caso. 

(2)  Véanse  las  leyes  15,  tít.  14,  P.  3.:  la  3,  tít.  2,  lib.  3.— Nov.  Recop. 


cap.  17  de  las  Ordenanzas  de  Bilbao  se  dispuso,  que  para  re- 
gular la  votación  se  computasen  las  dos  terceras  partes  de  acree- 
dores y  las  tres  cuartas  de  créditos,  ó  al  contrario;  y  aunque 
para  el  nombramiento  de  depositario  y  síndicos  no  se  expresa 
en  la  Ordenanza  que  se  siga  la  misma  regla:  es  claro  que  para 
el  acierto  ha  de  seguirse  para  que  haya  igualdad  respectiva;  por 
tanto  se  seguirá  lo  que  previene  el  Código  de  comercio  español 
al  art.  1069.,  donde  establece  que  dicho  nombramiento  se  haga 
por  la  mitad  y  uno  mas  de  los  acreedores  presentes  y  que  com- 
pongan las  tres  quintas  partes  del  total  de  créditos.  Es  adver- 
tencia, que  aunque  el  Código  español  no  tiene  fuerza  coactiva 
en  nuestro  Estado,  la  tiene  directiva,  mas  eminente  que  la  del 
derecho  civil  romano,  que  se  observa  en  falta  de  ley  nacional; 
concurriendo  la  reflexión,  de  que  la  Asamblea  Constituyente  en 
el  decreto  de  13  de  agosto  de  839  en  que  restableció  el  Con- 
sulado, indicó  la  conveniencia  de  adoptar  el  Código  mercantil  es- 
pañol.— 9.°  Los  Síndicos  deben  prestar  juramento  de  desempeñar 
su  encargo  lealmente  y  á  buena  fé,  y  se  arreglarán  á  las  Orde- 
nanzas de  Bilbao  y  leyes  vigentes,  y  en  lo  que  en  ellas  no  esté  pre- 
venido, se  gobernarán  por  el  Código  español  desde  el  número  1001. 
y  siguientes  que  tratan  de  las  quiebras  y  fallidos,  habiendo  la  con- 
veniencia de  estar  vulgarizado  éste  Código,  y  de  hallarse  estrac- 
tado  por  Dn.  Miguel  García  de  la  Madrid,  en  el  Apéndice  segun- 
do de  Dn.  Eugenio  Tapia,  corriente  en  su  tomo  3.  °  ,  obra  usual 
que  dirigirá  á  los  acreedores. — 10.  En  cuyos  términos  se  confirma 
t?l  auto  intcrlocutorio  del  tribunal  del  Consulado  de  19  de  agosto 
último,  en  lo  que  estuviere  conforme;  y  se  reforma  en  lo  que  no 
lo  estuviere. — 11.  Y  mediante  que  el  presente  es  también  interlo- 
cutorio,  y  de  él  no  puede  haber  súplica,  según  el  artículo  25  de 
la  ley  constitutiva  del  Poder  judicial  de  5  de  diciembre  de  839; 
pásese  desde  luego  al  tribunal  del  Consulado  para  su  ejecución. — 
Larrcynaga —  Matltcu — Palacios — J.  M.  Gavarrete,  Escribano. 

Tribunal  del  Consulado,  Noviembre  quince  de  mil  ochocientos 
cuarenta  y  cinco. 

Vista  la  anterior  resolución  venida  por  el  Juzgado  de  Alzadas 
para  que  la  ponga  en  ejecución  este  Tribunal,  y  teniendo  pre- 
sente, después  de  haber  examinado  y  consultado  tan  gra- 
ve negocio,  que  si  por  parte  del  Consulado  se  le  dá  cumpli- 
miento á  una  determinación  que  envuelve  puntos  que  no  son  del 
resorte  de  los  tribunales,  cae  sobre  él  una  responsabilidad  de  que 
no  podria  salvarse,  ACUERDA:  1.  °  Que  se  devuelva  este  ne- 


gocio  al  Juzgado  de  Alzadas,  manifestándole,  de  la  manera  mas 
¡respetuosa,  que  las  razones  en  que  se  apoya  este  paso  extra- 
ordinario del  Consulado,  son  las  siguientes: — Primera.  Si  la  de- 
terminación que  ha  recaído  en  grado  -de  apelación  no  saliera  de 
los  límites  establecidos  por  las  leyes  para  la  decisión  de  los  asun- 
tos judiciales,  el  Consulado  no  podría  seguramente  resistirse  á  dar 
la  debida  ejecución  á  -aquella;  y  si  se  negase,  contrahería  la  mas 
grave  y  justa  responsabilidad,  y  stt  conducta  no  sería  justificable; 
pero  no  es  una  resolución  puramente  judicial  la  que  tiene  que 
ejecutar  y  por  eso  se  atreve  á  llamar  la  atención  del  Juz- 
gado de  Alzadas,  y  sea  «sta  la  primera  razón. — Segtinda;  No 
es  una  resolución  puramente  judicial  de  la  que  se  trata  porque 
comprende  particulares  del  resorte  del  Poder  legislativo,  y  por 
consiguiente  ataca  el  principio  fundamental  de  la  división  de  los 
poderes  públicos,  establecida  en  la  constitución  y  recordada  en 
los  artículos  12  y  13,  sección  primera  de  la  ley  de  garantías,  que 
dice  así:  "Las  autoridades  constituidas  no  pueden  ejercer  otras 
atribuciones  que  las  que  en  su  respectiva  esfera  les  designa  la 
constitución. — El  ejercicio  del  Poder  legislativo  no  puede  dele- 
garse, en  ningún  caso,  por  los  representantes  del  pueblo,  y  cuales- 
quiera disposiciones  que  con  infracción  de  este  principio  se  dic- 
taren, serán  ipso  jure  nulas,  y  harán  responsables  á  sus  auto- 
res."— De  estos  principios  se  deduce  que  el  Poder  legislativo 
no  puede  pronunciar  sentencias,  sino  solamente  dictar  leyes  ajus- 
tadas al  principio  establecido  en  el  artículo  7  de  la  citada  sec- 
ción y  ley  que  dice  así:  "El  pueblo  del  Estado  en  toda  ía  ple- 
nitud de  su  soberanía,  solo  tiene  poder  para  hacer  lo  que  es 
justo  y  conveniente  para  el  bien  de  todos,  y  de  ningún  modo 
para  obrar  contra  los  fines  sociales;  menos  pueden  hacerlo  los 
representantes  que  autoriza  para  establecer  las  leyes,  ni  los  fun- 
cionarios ó  magistrados  creados  para  ejecutarlas." — Por  consi- 
guiente, el  Poder  ejecutivo  tampoco  puede  dictar  leyes,  ni  pro- 
nunciar sentencias;  y  los  Tribunales  finalmente,  no  tienen  mas 
deber  que  aplicar  las  leyes  á  los  casos  que  ocurran;  y  cual- 
quiera otra  cosa  será  salir  de  su  esfera,  en  cuyo  caso  los  ciu- 
dadanos no  deben  obedecer  ni  respetar  sus  resoluciones:  Ter- 
cera razón: — ¡Comprende  la  determinación  de  ese  juzgado  pun- 
tos del  resorte  legislativo,  y  son  los  siguientes:  En  el  §  2.° 
de  la  misma  determinación  se  crea  un  juez  comisario  que  en- 
tienda en  lo  urgente  y  diario  del  concurso  de  los  Sres.  Es- 
pada y  Pilona,  que  es  el  negocio  principal.  Esta  creación  es 
nueva,  no  establecida  por  las  leyes,  y  solo  el  Poder  legislativo 
pudiera  hacerla.  En  el  §  6.°  disimulará  el  Tribunal  de  Alzadas 
<|iie  se  llame  su  atención  acerca  de  un  punto  que,  aunque  no 
os  como  los  anteriores,  sí  comprende  una  inexacta  aplicación  del 
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artículo  45  de  la  Cédula  de  erección,  puesto  que  él  no  habla 
de  la  intervención  de  los  letrados  en  los  asuntos  judiciales,  si- 
no que  les  prohibe  tener  parte  en  las  elecciones  del  Consula- 
do, y  por  eso  dice  el  citado  articulo:  "Pero  no  podrán  asis- 
tir, aunque  estén  pagando  avería,  los  que  se  hallen  en  actual  ser- 
vicio de  otra  persona  de  cualquiera  clase  que  sea,  ni  los  que 
no  tengan  casa  propia;  ni  los  que  tengan  oficios  de  escribanos, 
abogados,  procuradores,  médicos,  boticarios,  y  otras  de  esta  cla- 
se, miéntras  se  mantengan  en  ellos." — No  se  habla,  pues,  en  es- 
te artículo  de  la  intervención  de  letrados  en  los  asuntos  judi- 
ciales, y  si  asi  se  entendiera  estarían  escluidos  los  que  están  al 
servicio  de  alguno,  los  que  no  tienen  casa  propia,  y  los  escri- 
banos, abogados,  procuradores,  médicos  y  boticarios,  en  cuyo  ca- 
so debió  escluirse  al  Sr,  Juan  Vqlaéz  que  introdujo  el  recurso 
por  ser  procurador  del  número,  con  título  de  esta  Corte  Supre- 
ma de  justicia.  No  ha  llamado  menos  la  atención  del  Consula- 
do el  ver  citar  artículos  del  Código  de  comercio  de  Francia, 
cuando  los  Tribunales  solamente  pueden  aplicar  las  leyes  del 
pais  en  los  asuntos  que  ocurran.  En  el  §  8.a  se  observa  una 
novedad  que  solo  el  Poder  legislativo  tiene  facultad  y  poder  pa- 
ra hacer,  y  es,  modificar  la  manera  de  computar  los  votos,  se- 
gún el  articulo  20,  capítulo  17  de  las  Ordenanzas  de  Bilbao,  y 
mandando  observar  en  consecuencia  lo  que  dispone  el  artículo 
1,00!)  del  Código  de  comercio  español»  que  para  nosotros  vale 
•tanto  como  la  opinión  de  los  autores;  pues  aunque  por  el  a.r- 
tículo  6»°  del  decreto  en  que  se  restableció  el  Consulado  so  dis- 
puso que  las  Ordenanzas  de  Bilbao  y  demás  disposiciones  que 
•regian  al  Consulado  se  observaran  por  él  en  el  ejercicio  de  sus 
atribuciones,  miéntras  que  examinado  el  Código  mercantil  español, 
y  haciendo  en  él  las  modificaciones  convenientes,  el  Consulado 
proponía  oportunamente  su  adopción;  de  allí  no  se  deduce  que 
en  un  caso  dado  se  deba  observar  un  Código  extrangero,  que 
•aun  no  rige  entre  nosotros,  pues  es  sabido  que  si  las  leyes  con- 
sulares vigentes  no  comprenden  el  punto  que  se  ofrezca,  se  de- 
be acudir  al  derecho  común,  según  lo  dispone  el  artículo  2.°  de 
la  Cédula  de  erección.  El  §  9.°  comprende  un  mandato  legis- 
lativo, cual  es,  el  de  que  los  Síndicos  al  concurso  de  los  Sres. 
Espada  y  Pilona  se  arreglen  en  ultimo  caso  á  lo  que  está 
dispuesto  en  órden  á  quiebras  en  el  Código  mercantil  de  Es- 
pana.  Tales  son  las  razones  que  el  Consulado  ha  tenido  para 
dirigir  esta  consulta  al  Tribunal  de  Alzadas,  seguro  de  que  se- 
rán atendidas,  y  con  la  advertencia  de  que  en  el  inesperado 
caso  de  que  no  lo  sean,  el  Consulado,  aunque  con  pena,  tie- 
ne la  irrevocable  resolución  de  cumplir  con  lo  que  dispone  el 
artículo  6.°  de  la  ley  de  9  de  noviembre  de  1839,  que  dice:  "To- 
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do  funcionario  que  mandare  6  ejecutare"'  secuestros,  embargos 
de  propiedades;  ü  otro  acto  contrario  á  las  garantias  consti- 
tucionales, queda  por  ello  personalmente  responsable,  y  las  par- 
tes perjudicadas  tienen  facultad  para  reclamar  por  ante  los  tri- 
bunales comunes  la  indemnización  correspondiente,  por  los  da- 
ños que  se  les  irrogaren.  Mas  en  el  caso  de  que  algún  juez 
6  funcionario  subalterno  fuere  requerido  y  conminado,  á  fin  de  que 
proceda  a  la  ejecución  de  tales  actos,  para  salvar  su  responsa- 
bilidad, podrá  separarse  del  empleo  que  ejerce." — Cumplirá,  pues, 
en  su  caso  con  este  deber  el  Tribunal,  y  con  el  de  dar  au- 
diencia al  Síndico  del  Consulado,  para  que  en  cumplimiento  del 
artículo  52  de  la  Cédula  de  erección,  reclame  y  pida  la  rigo- 
rosa observancia  de  la  misma  Cédula,  respecto  á  la  forma  de 
este  juicio,  y  á  lo  demás  que  se  nota  y  sigue  señalando  el  ci- 
tado artículo,  para  que  con  la  debida  justificación  dé  cuenta  al 
Gobierno  ó  á  la  autoridad  que  corresponda. — Urruela. — Larrave. — 
González. — José  María  Gavarretc- 

Tribunal  de  Alzadas  del  Consulado  de  Guatemala,  noviembre 
veinte  y  siete  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  cinco-. 

Visto  el  proveído  antecedente  en  que  se  exponen  algunas  con- 
sideraciones para  no  dar  cumplimiento  al  auto  del  Tribunal  de 
Alzadas  de  diez  del  actual,  las  cuales  se  hallan  virtualmente  sa- 
tisfechas y  previstas  en  el  mismo  autos  no  teniendo  facultad  el 
Juez  solo  de  Alzadas  para  variar  lo  resuelto  en  segunda  instan- 
cia, ni  tampoco  para  convocar  á  los  cólegas  que  concurrieron 
á  la  determinación  por  haber  concluido  su  ministerio,  ni  tampo- 
co para  proveer  que  se  nombrasen  nuevos  cólegas  por  ser  un 
acto  nuevo  y  desconocido  en  lo  judicial;  no  teniendo  tampoco 
el  Tribunal  de  Alzadas  facultad  para  variar  su  sentencia,  ni  aun 
en  lo  material  de  las  palabras;  considerando  que  las  sentencias 
ejecutoriadas  deben  cumplirse,  no  porque  son  justas  sino  porque 
son  sentencias,  así  como  las  leyes  se  deben  obedecer  no  por 
que  son  justas  sino  porque  son  leyes,  y  que  de  este  principio 
depende  la  seguridad  de  las  propiedades,  que  todas  vendrían  á 
erderse  desde  que  se  dé  lugar  á  eludir  las  sentencias;  habién- 
ose  traído  á  la  vista  la  Real  Cédula  de  20  de  noviembre  de 
1801.  en  que  se  resolvió  un  caso  semejante  al  presente  por  ha- 
ber dudado  el  Consulado  dar  cumplimiento  á  lo  determinado  por 
el  Tribunal  de  Alzadas,  en  cuyo  asunto  tomó  intervención  el  oi- 
dor juez  general  de  bienes  de  difuntos  y  el  regente  juez  de  com- 
petencias, entre  quienes  se  formó  el  expediente  con  que  se  con- 


saltó  al  Gobierno  español,  que  decidió  lo  siguiente: — "Por  lo  que 
,',  mira  al  segundo  (punto)  declaro  asi  mismo:  Que  no  fueron 
„  arregladas  las  providencias  que  dió  el  Consulado,  porque  toda 
„  competencia  arguye  diferencia  de  jurisdicción  entre  los  Tribu- 
„  nales  que  compiten:  la  del  Consulado  y  del  Tribunal  de  Al- 
„  zadas  es  una  misma;  y  entre  juez  inferior  y  superior  no  pue- 
„  de  formarse  competencia,  aunque  pueda  haber  agravio  ú  ex- 
„  ceso  que  debe  enmendar  y  corregir  otro  superior,  y  entretan- 
„  to  el  juzgado  inferior  obedecer  y  cumplir  las  providencias  y 
„  sentencias  del  Tribunal  de  Apelaciones,  con  arreglo  á  la  ley 
„  cuarenta  y  tres,  título  cuarenta  y  seis,  libro  nueve  de  la  Re- 
„  copilacion  de  Indias;  procediendo,  ademas,  el  Consulado  con- 
„  tra  el  tenor  del  artículo  17  del  reglamento  de  su  erección  en 
„  no  haber  suspendido  todo  procedimiento,  como  debia,  aun  cuan- 
„  do  tuviese  lugar  la  competencia,  obrando  mal  en  no  querer 
„  acceder  á  la  apelación  de  Irisarri  contra  el  artículo  9.  de  las 
„  mismas  Ordenanzas;  el  cual  manda  que  en  los  pleytos  que  pa- 
„  sen  de  mil  pesos,  se  admita  el  recurso  de  apelación  de  autos 
„  definitivos,  6  que  tengan  fuerza  de  tal,  para  el  Tribunal  de 
„  Alzadas,  no  pudiendo  dudarse  que  era  de  esta  naturaleza  el 
„  que  desestimaba  una  declinatoria  impidiendo  ademas  su  exámen." 
Cuya  Cédula  se  halla  citada  en  la  nota  manuscrita  del  artículo 
7.°  de  la  erección.  Por  tanto,  devuélvanse  al  Tribunal  del  Con- 
sulado para  que  proceda  con  arreglo  á  lo  que  previenen  las  Or- 
denanzas y  leyes  vigentes. — Larreynaga. — José  María  Gavarrete.-~' 
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Tribunal  del  Consulado.  Guatemala  noviembre  diez  y  siete  \ 
de  mil  ochocientos  cuarenta  y  cinco. 

Visto  lo  dispuesto  por  el  Sr.  Juez  de  Alzadas,  este  Tribunal 
ACUERDA:  que  se  devuelva  este  negocio  al  mismo  Sr.  Juez, 
para  que  se  sirva  convocar  á  los  cólegas  que  formaron  tribunal 
en  el  asunto  de  que  se  trata,  con  el  objeto  de  que  en  su  unión 
resuelvan  sobre  la  consulta  que  se  hizo  en  15  del  corriente:  que 
este  Tribunal  insiste  en  que  asi  sea,  en  atención  á  que  no  están 
resueltas  sus  observaciones,  y  porque  el  Sr.  Juez  solo,  no  tiene 
jurisdicción,  ni  autoridad  para  resolverlas,  ni  para  hacer  preven- 
ciones á  este  Tribunal,  según  lo  que  disponen  la  ley  42,  título 
6,  lib.  9o  de  la  Recopilación  de  indias,  núm.  16  cap.  l.°  de  la  Or- 
denanza, y  reales  órdenes  de  22  de  febrero,  21  de  septiembre  y 
5  de  noviembre  de  1796:  que  este  Tribunal  en  cumplimiento  de 
la  Ordenanza  y  leyes  vigentes  que  cita  en  su  consulta,  no  ha 
podido,  ni  puede  cumplimentar  la  resolución  del  Tribunal  de  Al- 


zadas  de  10  del  presente  por  las  razones  que  en  aquella  se  ex- 
presan: que  por  tanto,  suplican  al  Sr.  Juez,  de  la  manera  mas  res- 
petuosa, que  á  la  mayor  posible  brevedad  se  sirva  convocar  á 
los  colegas  para  el  objeto  indicado,  en  consideración  á  que  los 
negocios  del  concurso  están  paralizados;  que  este  Tribunal  se 
atreve  á  advertir  que  si  el  Sr.  Juez  se  negare  á  esto,  puede  des- 
de luego  contar  con  que  el  Consulado  se  separará  de  las  fun- 
ciones que  ejerce,  en  conformidad  á  lo  que  terminantemente  dis- 
pone el  artículo  6.  de  la  ley  de  9  de  noviembre  de  1839,  y  pre- 
vendrá al  Síndico  cumpla  por  su  parte  con  lo  que  se  dispone  al 
fin  del  artículo  52  de  la  Cédula  de  erección,  cuyo  paso  demos- 
trará al  Sr.  Juez  de  Alzadas  que  no  es  una  competencia  de  la 
que  se  trata,  la  cual  no  puede  haber  entre  un  tribunal  inferior 
respecto  de  un  superior,  sino  de  no  cumplimentar  una  resolu- 
ción dictada  fuera  de  la  órbita  de  las  funciones  judiciales,  y  con- 
tra los  principios  y  garantías  constitucionales. — Umiela. — Larra- 
ve. — González. — José  María  Gavarrete. 

Tribunal  de  Alzadas.  Guatemala,  noviembre  veinte  y  ocho  de 
mil  ochocientos  cuarenta  y  cinco. 

Estése  á  lo  proveído  en  veinte  y  siete  del  corriente. — Larreyna- 
ga. — José  María  Gavarrete. 
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Tribunal  del  Considado.  Guatemala,  noviembre  veinte  y  nueve 
de  mil  ochocientos  cuarenta  y  cinco. 

Mediante  á  haber  pedido  el  Supremo  Gobierno  con  fecha  de  ayer 
informe  á  este  Tribunal  acerca  del  estado  en  que  se  halla  el 
concurso  de  los  Sres.  Espada  y  Pilona,  y  á  que  el  Sr.  Juez  de 
Alzadas  ha  insistido  en  su  proveido  de  veinte  y  siete  del  cor- 
riente; diríjase  original  la  actuación  al  Supremo  Gobierno,  infor- 
mándole, en  oficio  separado,  sobre  las  circunstancias  que  han  da- 
do lugar  al  atrazo  que  han  sufrido  los  negocios  del  concurso  cita- 
do, por  las  cuales  no  se  ha  procedido  á  la  enagenacion  de  los 
e  lectos  y  bienes  cedidos,  como  lo  tenía  acordado  la  mayoría  de 
acreedores;  manifestándole  al  mismo  tiempo,  que  este  Tribunal 
antes  de  recibir  la  nota  que  por  acuerdo  del  Supremo  Gobierno 
se  le  ha  dirigido  con  fecha  27  del  presente,  estaba  en  la  irrevoca- 
ble resolución  de  separarse  de  sus  funciones,  si  el  Juzgado  de  Al- 
zadas insistía  en  la  resolución  que  dictó  con  fecha  15  del  que 
cursa,  y  con  la  de  dar  audiencia  al  Síndico  del  Consulado  para 


que  con  la  debida  justificación  ocurriese  al  Supremo  Gobierno,  6 
á  la  autoridad  correspondiente;  que  mediante  á  que  el  Juez  de 
Alzadas  no  lia  tenido  á  bien  convocar  á  los  colegas  que  en  su 
unión  dictaron  la  resolución  citada,  este  Tribunal  dirige  la  ac- 
tuación original  al  Supremo  Gobierno  por  via  de  informe;  y  pa- 
ra que  en  cumplimiento  de  los  artículos  6  y  14  de  la  ley  cons- 
titutiva del  Poder  ejecutivo,  resuelva  lo  que  sea  mas  acertado  en 
el  incidente  ocurrido  entre  ambos  Tribunales;  en  la  inteligencia 
de  que  este,  ajusfando  su  conducta  á  la  Ordenanza  y  leyes  vi- 
gentes, y  con  especialidad  al  artículo  6.°  de  la  ley  de  9  de  no- 
viembre de  1839,  cesará  en  sus  funciones  si  se  le  conminare  á 
cumplir  por  el  Juzgado  de  Alzadas  con  la  resolución  de  quince 
del  corriente. — Urruela. — Larravc. — González. — José  M.a  Gavarrelc. 


